	Fecha
	26 de abril de 1971
	Sesión número
	15

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ANTENOR PÉREZ OBANDO U OBANDO PÉREZ

	Recurrido: GOBERNADORA AD INTERIN DE LA PROVINCIA DE LIMÓN.

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que el Capitán del Resguardo y el Inspector de Patentes de la Municipalidad de Limón se presentaron en su negocio y procedieron a cerrarlo y sellarlo por el único motivo de la falta de pago de la patente; el cual hizo al día siguiente y solicitó su apertura y rompimiento de sellos, siendo informado sobre la orden de la Gobernación de no autorizar la apertura de su negocio. Que en ningún momento se ha levantado información de causa con intervención suya para poder defenderse de cualquier cargo y que no existe resolución legal que se le haya notificado para así poder agotar los recursos administrativos correspondientes. Alega violación de los artículos 41, 46 y 48 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa la recurrida que el negocio del recurrente no está en condiciones de sanidad recomendables, es un lugar de prostitución y de otros vicios, en donde con frecuencia se suscitan pleitos que perturban el sosiego público en horas de la noche, es un prostíbulo que toda la ciudadanía de Limón repudia y ha pedido a esta Gobernación mantener la medida de cierre.  Que su actuación se fundamenta en los artículos 50 y 77 de la Ley de Ordenanzas Municipales.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El cierre del negocio del recurrente se realizó en uso de las facultades que conceden a la Gobernación los artículos 50 y 77 de la Ley de Ordenanzas Municipales, por tratarse de un lugar de prostitución y de otros vicios que perturban el sosiego público. Los Magistrados Retana, Vallejo, Bejarano, Soto y Blanco declararon con lugar el recurso, por no existir resolución formal ordenando el cierre del negocio del recurrente, y como consecuencia no se le hizo notificación alguna para que pudiera ejercer los recursos legales correspondientes.


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veintiséis de abril de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Calzada, Coto, Jacobo, Retana, Bejarano, Vallejo, Soto, Blanco, Trejos, Jugo, Odio, Porter y Valverde.
Artículo VI
Se entró a conocer del recurso de amparo establecido por Antenor Pérez Obando u Obando Pérez, contra la señora Gobernadora ad interin de la Provincia de Limón.  El recurrente alega: “Soy propietario del negocio comercial de salón de baile, restaurante y cantina sito en la manzana 30 lote 7 en el centro de la ciudad de Limón conforme lo demuestro con la adjunta copia fotostática de la patente comercial y Municipal correspondientes. Documento No. 1.- 2°- El viernes 12 del mes corriente como a las diez de la noche se presentó a mi negocio un Capitán del Resguardo llamado Manuel Aguilera Amador y el Inspector de Patentes de la Municipalidad de Limón señor Zumbado e igualmente iban acompañados de dos miembros más de la Delegación Departamental de la Guardia Rural (antes Inspección Provincial de Hacienda) en cumplimiento de funciones de sus cargos y me solicitaron el recibo de la Patente debidamente cancelado.  Por un descuido no hice el pago oportuno y en esta ocasión los citados funcionarios procedieron a cerrar el negocio por la falta de la patente al día.  No hubo ningún otro motivo para que cerraran y sellaran mi negocio.  En igual forma procedieron esa misma noche con otros negocios que al día siguiente, una vez que pagaron la Patente, les quitaron los sellos y siguieron como de costumbre en el ejercicio del comercio.- 3°-  Al día siguiente hice el pago correspondiente de la Patente y me dirigí al señor Hernán Víquez Barrantes, Ejecutivo Municipal para que impartiera la orden correspondiente a la Delegación Departamental de la Guardia de Asistencia Rural, para abriera mi negocio y romper los sellos que le habían puesto, y cuál no sería mi sorpresa que este señor me informó que había recibido una orden de no autorizar la apertura de mi negocio, lo que no era cuestión de su oficina y de la Patente sino que era asunto de la Gobernación. 4°) Ante la situación planteada me dirigí en compañía de Lic. Fernando López-Calleja Umaña a la Gobernación de la Provincia y ante la gestión de don Fernando, la Gobernadora ad interina señor Virginia Q. de Andrés informó que el cierre de mi negocio era cuestión directa de la Dirección General de la Guardia de Asistencia Rural (antes Inspección General de Hacienda). 5°.- Con el informe dado por la señora Gobernadora ad interina el Lic. López Calleja se dirigió telefónicamente al Director General de la Guardia de Asistencia Rural requiriendo informes de la negativa a abrir mi negocio y el señor Coronel Armando Calleja Moya de inmediato le informó a su delegado en Limón, que por estar al día en el pago de la Patente debía apersonarse ante el Lic. López Calleja para proceder a romper los sellos y abrir mi antes citado negocio.-  Adjunto copia fotostática de dicha comunicación marcada como documento No. 1.- 6°) El señor Víctor Manuel Montero Molina, Delegado Departamental en Limón no quiso cumplir la orden de reapertura del negocio mío y rompimiento de sellos porque tenía orden de la Gobernadora de no abrir mi negocio. Así consta del documento fotocopiado marcado como Documento No. 3. 7°) Como ignoro a qué se debe tal medida, ya que al suscrito en ningún momento se le ha hecho comunicación alguna para el cierre del negocio y mucho menos se ha levantado información de causa con intervención mía para poderme defender de cualquier cargo y por no existir resolución legal que se me haya notificado en debida forma como lo ordena la ley para agotar los recursos administrativos correspondientes y por considerar que actitud de hecho de la Gobernadora viola la Constitución y las Leyes de la materia, es que recurro en esta vía para interponer el presente Recurso de Amparo contra la disposición tomada.- Derecho: Fundo el presente recurso de Amparo en la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950 y sus reformas posteriores conocida como Ley de Amparo.  La disposición de hecho tomada por la Gobernadora de la Provincia de Limón viola en forma expresa y violenta el artículo 46 de la Constitución de la República de Costa Rica, que como Derecho y Garantía Individual, garantiza la libertad de comercio.  En igual forma se viola el artículo 41 de la misma Constitución Política que dispone que: Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad e intereses legales, digo morales.  Debe hacérseles justicia pronta, cumplida sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.  En el caso que nos ocupa la disposición tomada por la Gobernadora de la Provincia de Limón viola la disposición citada porque para tomar su resolución en mi contra, debió haber recurrido a las leyes correspondiente ordenando levantar la información lógica en estos casos para darme la oportunidad de la defensa y apoyarme en los recursos que me otorgan las leyes de la República.- También apoya mi Recurso de Amparo el artículo 48 párrafo 3° de la Constitución que da cabida al mismo.  Acción. Con base en los hechos y derecho citados vengo por este medio a presentar recurso de amparo contra la disposición (de hecho) tomada por la Gobernadora Ad-Interina de la Gobernación de la Provincia de Limón de no permitir la apertura de mi negocio denominado “Siete Mares” no obstante estar al día en el pago de la patente, a fin de que en sentenciase disponga: 1°) Que por existir violación de la Constitución Política de Costa Rica en los artículos citados en parte de Derecho por la disposición de hecho tomada por la Gobernadora de la Provincia de Limón al no permitir la reapertura de mi negocio siete mares debe disponerse por los medios que la ley indica que se haga cumplir la disposición impartida por la Dirección General de la Guardia de Asistencia Rural (antes Inspección General de Hacienda). 2°) Que por haberse levantado la “Información” correspondiente para justificar la negativa de la apertura de mi negocio Siete Mares debe cumplirse la orden antes dicha hasta tanto no se disponga por los medios legales lo contrario.”

Solicitado informe a la señora Gobernadora, informó: “Sobre recurso Amparo promovido por señor Antenor Pérez Obando conocido por Obando Pérez respetuosamente informo que procedí cierre de cantina y salón de baile, conocido negocio denominado (Siete Mares) o sol medianoche con fundamento en lo siguiente: 1) Municipalidad de Limón en sesión ordinaria celebrada el 5 mes en curso artículo octavo inciso n, solicitó a esta Gobernación investigar todos los centros prostitución existentes en esta ciudad y que se proceda a cancelar las patentes y cerrar esos negocios en perjuicio de la moral. 2) En sesión anterior celebrada el diecinueve febrero último misma Municipalidad tomó acuerdo para dirigir excitativa para que se obligara a cumplir una orden de apagar aparatos de música denominados Rokolas y principalmente la rokola del citado negocio siete mares ubicado contiguo a la Escuela Tomás Guardia en donde existe un colegio nocturno. Tercero)  Citado negocio siete mares tiene una patente de licores de lo que no se hace uso ya que contraviene disposiciones claras y terminantes de la ley de licores infringiendo los artículos, quinto, sexto, sétimo, octavo y noveno citada Ley.  Estando facultada legalmente para proceder al cierre del negocio de licores, en tales circunstancias. Cuarto) Ese centro nocturno que ni siquiera está en condiciones de sanidad recomendables es un lugar de prostitución, de otros vicios y en donde con frecuencia se suscitan pleitos hechos de sangre y perturban el sosiego público en horas de la noche, es un prostíbulo que toda la ciudadanía consciente de Limón repudia y ha pedido a esta Gobernación mantener la medida de cierre. Quinto) La actuación de la suscrita Gobernadora a.i. se fundamenta en las disposiciones legales citadas y de los artículos 50 y 77 de la Ley de Ordenanzas Municipales, relativos a las atribuciones del Gobernador, lo mismo que el artículo 32 de la Ley de Licores, además esa patente que se explota en dicho negocio antes se había concedido como patente interna para un club deportivo que ya no existe allí, dejó de tener la finalidad para que se creó, ahora es una cantina pública, con salón de baile que está dentro de un prostíbulo. De inmediato remito por correo toda la documentación referente a este asunto en donde existen suficientes pruebas que acreditan mi actuación que ha sido muy bien vista como una medida de moralidad y de guardar el orden en donde tanta falta hace.  Respetuosamente solicito a los señores Magistrados, declarar sin lugar este recurso de amparo por ser una cuestión de bien público de moralidad en lo que se actuado sin ningún interés personal sino en el recto cumplimiento de mis funciones de Gobernadora”.

Discutido ampliamente el caso, se dispuso declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes consideraciones: I.- De la información respectiva se comprobó: a) Que el establecimiento “Los Siete Mares” se encuentra ubicado en lugar muy céntrico de la ciudad de Limón, contiguo a la Escuela General Guardia, la que está destinada durante el día a la enseñanza primaria y en donde funciona por las noches un colegio nocturno; b) Que el mencionado negocio “Los Siete Mares” es un centro en el que se expende licor; está destinado al ejercicio de la prostitución, y en el mismo se producen constantes escándalos de día y de noche, algunos de gravedad; c) Que entre los escándalos graves más recientes están una agresión a los miembros de la Guardia Civil y una riña en que participaron mujeres de las que frecuentan ese lugar, en la que una de ellas lanzó por la escalera de salida del negocio a un  hombre con quien discutía y el que a consecuencia de la caída falleció; ch) Que el local en que funciona dicho prostíbulo no reúne los requisitos de higiene y seguridad mínimos, pues consta de un salón, en el que está instalada la cantina, y de doce cuartuchos, todo en pésimas condiciones.  Además tiene sólo una escalera con acceso a la calle y que fue precisamente donde se produjo el accidente fatal a que antes se hizo referencia; d) Que numerosas personas se dirigieron a la Gobernación solicitando la clausura del negocio antes dicho, ya que los constantes escándalos que en él suceden constituye un motivo de intranquilidad para el vecindario; e) Que el Consejo Administrativo de la Municipalidad de Limón, en sesión celebrada el cinco de marzo del corriente año, dispuso solicitar a la Gobernación de la Provincia investigar los centros de prostitución ubicados en la cuidad y cerrar los negocios que perjudiquen a la moral de los ciudadanos honrados.- II.- La señora Gobernadora de la Provincia de Limón, en cumplimiento de la excitativa formulada por la Municipalidad, ordenó cerrar el establecimiento “Los Siete Mares” en uso de las facultades que le conceden los artículos 50 y 77 de la Ley de Ordenanzas Municipales, por tratarse de un lugar de prostitución y de otros vicios en donde con frecuencia se suscitan hechos de sangre que perturban el sosiego público. III.-. El recurso se basa en que la disposición tomada por la señora Gobernadora viola en forma expresa y violenta el artículo 46 de la Constitución Política, que garantiza la libertad de comercio.  Al efecto cabe considerar, como ya lo tiene establecido esta Corte en pronunciamientos anteriores, que “por la notoria interrelación que implica el hecho de la vida social del individuo en constante pugna fuera de los intereses públicos, es obvio que exista un gran número de actividades que en principio se pueden ejercitar, pero supeditadas a la correspondiente reglamentación, que en uso de sus facultades decidan y autoricen los respectivos organismos o funcionarios públicos dentro del ámbito de sus propias atribuciones.  Si no fuere así, nos encontraríamos a la postre que actividades lícitas y permisibles en principio, degenerarían tornándose inconvenientes e incluso perniciosas para los fines y el desenvolvimiento de  los complejos intereses sociales que necesariamente hay que amparar y que en definitiva son los que privan”. -  Aunque la actividad escueta del trabajo en sí, es un derecho tutelado por nuestra Constitución, es lo cierto que está sujeto a que no riña con el interés público.  En consecuencia, la orden de la señora Gobernadora de cerrar el negocio “Los Siete Mares” dictada dentro de sus atribuciones legales, acatando una excitativa de la Municipalidad del Cantón Central de Limón y basada en los motivos de moralidad y de sanidad por ella invocados, no puede considerare arbitraria y violatoria del principio consagrado en el artículo 46 de la Constitución Política.  Tampoco existe la violación del artículo 41, pues no se le está negando al quejoso el derecho de recurrir a los tribunales solicitando la reparación de los daños que se le pudieran haber ocasionado en su persona o propiedad.”

Los Magistrados Retana, Vallejo, Bejarano, Soto y Blanco declararon con lugar el recurso, por no existir en las diligencias levantadas al efecto, resolución formal dictada por la Gobernadora de la Provincia de Limón ordenando el cierre del negocio del recurrente, y como consecuencia no se le hizo notificación alguna para que pudiera ejercer los recursos legales correspondientes. 
